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SALA DE CASACIÓN SOCIAL

Ponencia del Magistrado Doctor JUAN RAFAEL PERDOMO.

 


El ciudadano AURELIO RAFAEL CORREA SANTAMARÍA, representado por los abogados Carlos Sainz Muñoz, Nicolás Mago, Mariela González A., y Ciro Balcazar,  demandó a la empresa PETROQUÍMICA DE VENEZUELA S.A., (PEQUIVEN), representada por los abogados Aquiles Blanco Romero, Félix Edmundo Rodríguez Martínez, Janeth C. Colina Peña, Adriana Medina, Luis Enrique Pichardo López y Nancy Guardia Ramírez, por diferencia de prestaciones sociales y otros conceptos, por ante el Juzgado Quinto de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, el cual declaró parcialmente con lugar la demanda.

 


El Juzgado Superior Primero del Trabajo de la misma Circunscripción Judicial, conociendo por apelación de la parte demandada, dictó sentencia definitiva en fecha 22 diciembre 1999, declarando parcialmente con lugar la apelación y parcialmente con lugar la demanda.

 


Anunciado recurso de casación contra esa sentencia por la parte demandada, fue admitido y formalizado oportunamente, con impugnación.

 


Concluida la sustanciación con el cumplimiento de las formalidades legales y siendo esta la oportunidad dispuesta para decidir, la Sala pasa a dictar sentencia en los términos siguientes:

 

 

CUESTIÓN DE PREVIO PRONUNCIAMIENTO

 


Dado que el artículo 320 del Código de Procedimiento Civil, privilegia la resolución de las cuestiones de forma, en contraposición con los principios constitucionales establecidos en los artículos 26, 257, 334 y 335 de la Carta Magna que ordenan no sacrificar la justicia por la omisión de formalidades no esenciales, obtener una justicia expedita, sin dilaciones indebidas, sin formalismos o reposiciones inútiles, y dado el deber también constitucional de aplicar con preferencia las disposiciones y principios de ese máximo rango y garantizar su supremacía y efectividad, lo cual encuentra así mismo fundamento en el artículo 20 Código de Procedimiento Civil, la Sala considera oportuno ratificar doctrina ya establecida en el sentido de asumir la función de determinar en cada caso concreto el orden de decisión que mejor sirva a los fines de hacer efectiva justicia, desaplicando particularmente la regla legal del citado artículo 320 en cuanto obliga a resolver en primer término y de manera excluyente el recurso de forma.

RECURSO POR INFRACCIÓN DE LEY
 


Con fundamento en el ordinal 2º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, en concordancia con el ordinal 3º del artículo 317 eiusdem, se denuncia la violación del artículo 133 de la Ley Orgánica del Trabajo, por falsa aplicación, conforme a las razones siguientes:

 

“En efecto Ciudadanos Magistrados, el sentenciador de la recurrida al establecer que determinados beneficios solicitados por el actor forman parte del salario normal, a ser tomado en cuenta como salario base para cálculo de las prestaciones sociales, aplicó falsamente el dispositivo contenido en el artículo 133 de La Ley Orgánica del Trabajo, pues califica erradamente la hipótesis concreta de los pedimentos del actor en cuanto a los conceptos componentes del salario normal a efectos del pago de prestaciones sociales. En este sentido, el juzgador interpreta que el concepto de salario normal se reduce exclusivamente a un solo modo de determinar el salario de acuerdo al contenido del artículo 133 de la Ley Orgánica del Trabajo, tanto del dispositivo vigente para el momento de la terminación del contrato de trabajo (Ley del Trabajo derogada) como del actual artículo 133 vigente a partir de 1997, lo cual es incorrecto, por cuanto ese dispositivo legal regula la definición amplia de salario, denominado salario integral, siendo el caso que la Ley Orgánica del Trabajo atribuye a otra modalidad distinta de salario para el cálculo de las presentaciones sociales con motivo de la terminación del contrato de trabajo, como es el salario normal, tal como lo dispone el artículo 146 de la Ley Orgánica del Trabajo.

 

En este sentido, el artículo 146 de la Ley Orgánica del Trabajo aplicable al caso concreto (L.O.T. del 27-11-90), dispone lo siguiente:

 

‘El salario de base para el cálculo de lo que corresponde al trabajador a consecuencia de la terminación de la relación del trabajo será el salario normal devengado por él en el mes efectivo de labores inmediatamente anterior al día en que nació el derecho...’.

 

De esta forma, la sentenciadora infringió por falsa aplicación el dispositivo del artículo 133, pues la norma está referida al salario integral, el cual está conformado por las diversas remuneraciones y beneficios que recibe el trabajador por causa de su labor durante las jornadas, tanto ordinarias como extraordinarias, lo cual quiere decir, que determinados beneficios previstos en el 133 como salario, pueden llegar a ser también salario normal, pero no todos los beneficios señalados en la norma general y  abstracta del 133 ejusdem, pueden llegar a ser salario normal, ya que éste constituye la remuneración devengada por el trabajador en forma regular y permanente durante la jornada ordinaria de trabajo como retribución de la labor prestada, excluyendo todos aquellos conceptos que aún cuando sean devengados en forma regular y permanente por el trabajador sean recibidos por el trabajador fuera de la jordana  ordinaria de trabajo o en forma accidental o que no constituye salario por disponerlo así la Ley.

 

 


Ciudadanos Magistrados, es de observar que la Ley utiliza diferentes frases como modalidad de cálculo de un determinado beneficio, bien sea, salario normal, salario integral o salario promedio; ello es el modo como debe determinarse éste, a efecto de ciertas prestaciones o beneficios, por lo  tanto la sentenciadora debió analizar los diferentes conceptos o beneficios alegados por el actor como formando parte del salario a efecto del pago de sus  prestaciones  sociales, a la luz de todos estos artículos citados y no ubicarse únicamente en el texto del artículo 133 de la Ley Orgánica del Trabajo vigente y es sobre la base de ese dispositivo legal que la recurrida  establece que todos los beneficios y ayudas de que gozaba el actor constituyen salario, para efectos de sus prestaciones sociales.

 

Conforme ha quedado expuesto, la recurrida incurrió en el vicio de falsa aplicación del artículo 133 de la Ley Orgánica del Trabajo, pues estableció una causalidad de los hechos debatidos (como son los diversos pedimentos del actor, en cuanto a los conceptos componentes del salario normal) en el contexto y aplicación del salario integral, a los efectos de incluirlos como base de cálculo en el pago de prestaciones sociales.

 

De manera que la sentenciadora declaró una naturaleza salarial de determinados beneficios en base a una disposición legal que no es aplicable para resolver la controversia (artículo 133 LOT), con lo cual se llega a consecuencias jurídicas distintas o contrarias a la que se persigue la ley, porque si observamos con detenimiento algunos pedimentos  del actor declarados por la sentenciadora como salario normal, bajo esa errada concepción de amplitud, nos encontramos que los mismos no podían ser calificados como salario normal para ser incluido en el cálculo de las prestaciones sociales, con lo cual incurre en un error en la calificación jurídica de la hipótesis concreta.

 

Por tanto, la recurrida incurrió en falsa aplicación, que se produce cuando el juez hace la aplicación de una determinada norma jurídica a una situación de hecho que no es la contemplada en ella, ya que los conceptos debatidos debieron ser subsumidos bajo el concepto de salario normal contenido en el artículo 146 de la Ley Orgánica de Trabajo vigente para la época y el artículo 1º del Reglamento de la Ley del Trabajo sobre la remuneración y no sobre el concepto de salario integral del artículo 133 de la vigente Ley Orgánica del Trabajo utilizando por la sentenciadora para construir su silogismo jurídico.

 

Los pedimentos que fueron declarados con lugar por la recurrida, aplicando falsamente el artículo 133 de la Ley Orgánica del Trabajo, son los beneficios: denominados: “Bono por costo de servicio mensual de Bs. 12.000,00”; “Bono por vivienda de Bs. 40.000,00” e “incidencia Salarial correspondiente al Bono Vacacional de Bs. 20.274,00”.”

 

 


La Sala , para decidir a observa :

 


Para la fecha en que finalizó la relación laboral de autos, se encontraba en vigencia la Ley Orgánica del Trabajo de 1990, cuyo artículo 146 establecía que el salario de base para el cálculo de lo que corresponda al trabajador a consecuencia de la  terminación de la relación de trabajo, será el salario normal devengado por él en el mes efectivo de labores inmediatamente anterior al día en que nació el derecho. Se encontraba así mismo en vigencia el Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo Sobre la Remuneración, conforme a cuyo artículo 1º se entendería como salario normal la remuneración devengada por el trabajador en forma regular y permanente, durante su jornada ordinaria de trabajo como retribución por la labor prestada.

 


Tanto en la Ley de 1990 como en su reforma de 1997 vigente, el artículo 133 contempló el denominado salario integral, conformado por todos los beneficios y remuneraciones recibidos por el trabajador y no expresamente excluidos a sus efectos, comprendidos allí por consiguiente, las percepciones correspondientes a las jornadas tanto ordinarias como extraordinarias; concepto ese diferente por más amplio al de salario normal, tal como estableció la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia en fallo del 22 junio 1998.

 


Para la recurrida, que no distingue entre uno y otro, el concepto de salario aplicable a los fines de calcular las prestaciones con ocasión de la terminación de la relación de trabajo, aunque lo califica de normal, es el concepto más amplio del artículo 133 citado, en base al cual, establece la procedencia de incluir como parte del salario normal a esos efectos, los tres renglones a que se refiere la denuncia, esto es,  un bono por costo de servicio mensual o de gratificación por el alto costo de los servicios públicos en la zona respectiva, un bono por pago del alquiler mensual de la vivienda y el bono vacacional.

 


Ahora bien, todo lo que perciba el trabajador de manera habitual con motivo de los servicios prestados, en su respectiva jornada personal, no sujeto a una calificación especial prevista en la Ley que permita afirmar lo contrario, debe entenderse que corresponde a retribución de su trabajo ordinario, y en tal sentido, formará parte tanto del salario integral como del salario normal. En ese orden de ideas, se observa que al referido bono por compensación del alto costo de los servicios públicos, ni al bono para cubrir el pago del alquiler de la vivienda, les corresponde alguna calificación particular que permita asignarles un origen distinto al de retribución por el trabajo ordinario. Mas no así por lo que respecta al bono vacacional, el cual, conforme a lo establecido por la Sala de Casación Civil de la Corte  Suprema  de Justicia en su citado fallo de fecha 22 Julio 1998, a diferencia del pago por vacaciones, no forma parte del salario normal a incluir en el cálculo de las prestaciones por terminación  de la relación de trabajo -en el supuesto de la Ley de 1990- por no ser devengado como retribución de la labor prestada durante la jornada ordinaria, sino como una remuneración adicional o extraordinaria dirigida a incrementar las posibilidades del mejor disfrute del descanso vacacional dispuesto en la Ley.

 


En consecuencia de lo indicado, aplicó falsamente la recurrida e infringió el artículo 133 de la Ley Orgánica del Trabajo, en lo que respeta a la inclusión del bono vacacional para el cálculo de las prestaciones correspondientes por terminación de la relación de trabajo del actor con la demandada. Así se declara.

CASACIÓN SOBRE LOS HECHOS

SUPOSICIÓN FALSA

 


De conformidad con el ordinal 2º del artículo 313 Código de Procedimiento Civil, en concordancia con el 320 eiusdem, se denuncia la infracción de los artículos 12 y 254 de ese mismo Código, por suposición falsa del Juez al dar por demostrado un hecho con pruebas cuya inexactitud resulta de instrumentos del expediente mismo.

 


Argumenta al respecto la formalizante :

 

“Ciudadanos Magistrados, en el caso que nos ocupa la recurrida dio por demostrado el hecho de que el actor le correspondía un incremento salarial de Bs. 46.525,00, por promoción programada antes de su jubilación, según norma aprobada por  PDVSA.

 

El aumento a que se refiere la recurrida es el pedimento de incremento salarial solicitado por el actor en el punto 2 del capítulo IV (CONDICIONES DE TRABAJO), página 3 de su libelo de demanda, en el cual se indica:

 

 2.- promoción- programada para el actor según norma probada por PDVSA que contempla un total de 17% por mérito más 10% por promoción total un aumento de salario del 27%.........46.525.

 

Al dar por demostrado la recurrida que al actor le correspondía el incremento salarial de Bs. 46.525,00, declaró en el dispositivo de la sentencia (página 21 de la sentencia, folio 141 del expediente), lo que se indica a continuación:

 

...se considerarán parte del salario normal para el pago de prestaciones sociales, al igual que el incremento salarial por incremento y promoción automática antes de la jubilación de Bs. 46.595,00 mensual...

 

De lo antes expuesto, se evidencia que la recurrida dio por demostrado como hecho (que al actor le correspondía un aumento salarial de Bs. 46.595,00), sin tomar en cuenta que en el contenido de la prueba citada de “indicio grave” como es la “Norma Salarial PDVSA  Primer Semestre 1992”, patentiza lo contrario, pues esa probanza desvirtúa el hecho alegado como cierto por la recurrida, es decir, un hecho cuya inexactitud se deriva del instrumento mismo.

 

En este sentido, en la prueba aportada por el actor a los folios 70 al 76, ambos inclusive, contentiva de “Norma 
Salarial PDVSA Primer Semestre 1993” se expresa de manera clara y precisa lo siguiente:

 

I. Vigencia: La presente normativa aplicará para las acciones salariales que se otorgarán el 1º de Junio de 1993,  sean éstas por concepto de Mérito, Promoción o Ajuste Especial a los empleados Nómina Mayor de Petróleos de Venezuela y sus Filiares en Venezuela.

 

De tal manera que la recurrida no podía dar como cierto que al actor le correspondía el incremento salarial de Bs. 46.595,00, porque de la norma salarial que su vigencia será a partir del 1º de junio de 1993, y en consecuencia, no es aplicable al actor que terminó su relación de trabajo en fecha 1º de mayo de 1993. De allí que, el hecho tenido como cierto por la recurrida se contradice con la misma prueba aportada por el actor, con lo cual se demuestra su inexactitud.

 

De esta forma, la recurrida infringió el artículo 12 del Código de Procedimiento Civil, por no atenerse a lo probado en autos, y consecuencialmente, infringe el artículo 254 ejusdem, ya  que no podía declarar con lugar el pedimento de incremento salarial solicitado por el actor, debido a que no existe plena prueba del hecho tenido como cierto”.

 


La Sala observa :


Cuando el sentenciador de la recurrida establece que es aplicable al demandante el aumento salarial que se menciona, con base en las disposiciones de “Norma Salarial de PDVSA Primer Semestre de 1993”, no está dando por demostrado un hecho, sino exponiendo una conclusión de orden jurídico, que, aunque pueda tenerse como errónea, no puede sustentar una denuncia de suposición falsa, pues en ésta hipótesis el error debe referirse siempre al establecimiento de un hecho inicial básico, libre de valoración jurídica, como sería en el caso si el juez hubiese afirmado que en esas normas se dispuso su vigencia a partir de una fecha distinta a la que en ellas se indica.


Observa así mismo la Sala, por otra parte, que el formalizante, no cumple con la técnica adecuada para delatar la suposición falsa, pues no indica las normas que habrían sido infringidas por falta de aplicación o falsa aplicación, y que los artículos 12 y 254 del Código  de Procedimiento Civil denunciados sólo contienen, respecto al establecimiento y apreciación de los hechos reglas legales de carácter general, no susceptibles de denuncia aislada ante la casación.

 


En consecuencia, se desecha la presente denuncia.

 


Por cuanto se ha  casado el fallo por razones de fondo, con la consiguiente anulación del mismo, resulta inoficioso examinar y decidir la única denuncia de forma que también contiene el escrito de formalización,  que no conduce a una reposición a estados anteriores a la recurrida, sin perjuicio de advertir al sentenciador del reenvío que deberá extremar el celo en el cumplimiento de los requisitos formales de la sentencia.

 

DECISIÓN

 


Por las razones expuestas, este Tribunal Supremo de  Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara  CON LUGAR el recurso de casación interpuesto, y ordena al Superior competente, dictar nueva sentencia ajustándose a la doctrina aquí establecida.

 

Publíquese y regístrese. Bájese el expediente de conformidad con el artículo 322 del Código de Procedimiento Civil. 

 


Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los dos  (02) días del mes de noviembre de  dos mil. Años: 190º de la Federación y 141º de la Federación.

 

El Presidente de la Sala,

 

 

__________________________

OMAR ALFREDO MORA DÍAZ

 

 

El Vicepresidente-Ponente,

 

 

________________________

JUAN RAFAEL PERDOMO

 

 










Magistrado,

 

 

_____________________________

ALBERTO MARTÍNI URDANETA

 

 

La Secretaria,

 

 

__________________________

BIRMA I. TREJO ROMERO
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